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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

         SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo  

Pereira, julio dieciocho de dos mil dieciséis
Expediente 66682-31-03-001-2016-00097-01
Acta Nro. 336 de julio 18 de 2016
  



Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la parte accionada contra la sentencia del 12 de mayo último, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en esta acción de tutela que Martha Lucía Osorio Castaño inició contra el Instituto Geográfico Agustín Codazzi Territorial Risaralda.

  


ANTECEDENTES
  



Señaló Martha Lucía Osorio Castaño que acude a este medio de protección constitucional con el fin de que se ampare su derecho fundamental de petición, vulnerado, afirma, por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi con sede en esta ciudad, como quiera que desde el pasado 29 de febrero elevó una solicitud y no ha obtenido respuesta alguna, pese a que el plazo para ello se encuentra vencido.




Pidió, por tanto, que se ordene al demandado que emita, sin dilación alguna, la contestación de fondo del caso. 
  



Con la demanda, entre otros documentos, aportó copia de la respectiva solicitud, tendiente a que se adelanten las gestiones necesarias para que el cobro de impuestos de la finca de su propiedad no se realice sobre el 100% a su nombre, pues vendió parte de su derecho a otra persona, por lo que el pago debe ser compartido y, por consiguiente, es necesario actualizar el catastro.
  



El Juzgado de primer grado admitió la acción y corrió traslado a la entidad por el término de 3 días. Oportunamente el secretario-abogado aludió a la normativa interna de formación, actualización y conservación del catastro nacional; dijo que la solicitud de la interesada debe ser atendida dentro de los términos establecidos por la normativa especial, para lo cual comunicará la procedencia del trámite luego de que se realice el estudio de títulos y demás documentos probatorios, actividad que efectuará el contratista reconocedor predial, para la verificación de aspectos físicos y jurídicos del predio asociado a la solicitud y la adopción de la decisión correspondiente, como lo establece la Resolución 070 de 2011; que la atención para trámites catastrales se ha estimado de 365 a 720 días, lo que obedece a las cerca de 4.000 solicitudes sobre la materia en los departamentos de Chocó y Risaralda, sin perjuicio del proceso de contratación de personal de apoyo iniciado en abril de 2016; que las solicitudes se resuelven en orden cronológico a partir del recibo de las mismas, por disposición legal y que de ello se ha informado a la interesada, para lo cual aportó copia de oficios de abril 11 y mayo 4 del presente año.

   



La sentencia concedió el amparo requerido y ordenó a la directora territorial del IGAC que dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación de esa providencia, diera una respuesta clara y de fondo a la solicitud que elevó la accionante, señalando la fecha en la cual se realizaría la visita con el reconocedor predial. Para así decidir, estimó la funcionaria que lo informado a la interesada acerca del tiempo en el que podría dársele trámite a su solicitud desborda los límites temporales contenidos en la misma Resolución 070 en un asunto como el requerido y los fines esenciales del Estado, así como los principios consagradas en el artículo 209 superior.  Impugnó el Instituto con similares argumentos a los expuestos en la contestación a la demanda. 
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

En uso de tal prerrogativa, Martha Lucía Osorio Castaño, en su propio nombre, hizo valer el derecho fundamental de petición, cuyo núcleo principal consiste en que las autoridades, o algunos particulares, respondan en tiempo y de manera concreta y exacta sobre lo que se les reclama; positiva o negativamente, pero en forma clara y completa, si bien no es posible por este medio imponer el sentido de la decisión que la autoridad deba adoptar; y, adicional a ello, que cumplan el deber de enterar al solicitante de la respuesta que se le brinda, pues, de lo contrario ningún efecto produciría.

  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó que:

13. El artículo 23 Constitucional establece que “toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular”. Las autoridades están en la obligación frente al ciudadano de dar una respuesta clara, de fondo y oportuna. La jurisprudencia de esta Corporación ha decantado también la responsabilidad de las entidades públicas respecto de la información que deben suministrar a los administrados, cuando estos hacen uso del derecho de petición.

14. En Sentencia T-1089 de 2001
, la Corporación sintetizó las reglas básicas que rigen el derecho de petición y las obligaciones derivadas de este, así: (i) el derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión, (ii) el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido, (iii) la respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario, (iv) la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita, (v) este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine y (vi) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud.
Descendiendo al caso concreto, halla la Sala que la razón está de parte del impugnante como quiera que, acorde con lo que lo que se desprende del expediente,  en particular de los folios 10 a 12 del cuaderno 1, no se ha quebrantado el derecho cuya protección se reclama. Así se afirma, porque el Instituto, días antes de la promoción de esta demanda, esto es, desde el 13 de abril del presente año, ofreció la contestación que se generó con la solicitud elevada, en la que se le hace saber, de manera clara y concreta lo relacionado con su requerimiento, si bien en forma explícita y con los argumentos necesarios, atendiendo la infraestructura física y humana de la entidad, se señaló cuándo podría materializarse su pedimento.
  



Sin embargo, la actora nada de ello refirió en su libelo y simplemente adujo que no había obtenido respuesta alguna, lo que se viene a menos, se itera, con la prueba recolectada; respuesta que, por demás, le fue comunicada y resulta congruente con lo invocado.

   



Ahora, que la accionante esté inconforme con la respuesta, de lo que ni si quiera hay visos dentro del plenario, por sí solo no le imprime un alcance vulnerador o trasgresor a la posición de la accionada. En eventos similares, cambiando lo que hay que cambiar, ha dicho la Corte Constitucional que: 

                            

Sin embargo, ha de recordarse que la Corte también ha precisado que, ni el derecho de petición, ni la acción de tutela, tienen la virtualidad de obligar a las autoridades a lo imposible, como así lo indicó en la Sentencia T-464 de 1.996
:

                                  
“Ahora bien, una cosa es que resulte violado el derecho de petición cuando no se resuelve material y oportunamente acerca de la solicitud presentada y otra muy distinta que, ya respondido lo que la autoridad tiene a su alcance como respuesta, el peticionario aspire a que se le conceda forzosamente y de manera inmediata algo que resulte imposible.”

                                  
 (...)

                                     El derecho de petición no ha sido vulnerado y, por tanto, no cabe la protección judicial, pues la acción de tutela tampoco es procedente para alcanzar efectos fácticos que están fuera del alcance de la autoridad contra la cual se intenta.”
   
   
 A ello se suma, de manera más puntual, lo que la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, en un escenario que bien puede aparejarse al presente, adujo, en relación con una respuesta que en primera instancia se tuvo por inconclusa, al no concretar una fecha precisa acerca de cuándo se produciría la materialización de un pago:
 

No obstante lo anterior, el Tribunal al emitir el fallo de primera instancia consideró que la contestación proferida por la autoridad accionada no satisfacía el núcleo esencial del derecho de petición. Particularmente, advirtió que el segundo punto de la solicitud, esto es, «se me informe cuál es el turno que se está atendiendo actualmente», no se resolvió de manera efectiva.

   


Frente a esta determinación, la entidad accionada interpone el recurso de impugnación, insistiendo en que la respuesta sí desató de manera íntegra las dos suplicas elevadas por el actor.

 

En ese orden de ideas, le corresponde a esta Sala establecer si efectivamente la vulneración del derecho invocado persiste con la respuesta que expidió la entidad accionada, o si por el contrario, como ésta última lo aduce en la impugnación, emerge un hecho superado en el presente caso que implica la negativa de la protección constitucional deprecada.

 

4. Para ello, resulta oportuno citar el contenido de la respuesta emitida por la Fiscalía, donde además de señalar que al accionante se le había asignado el turno 780, explicó las razones por las cuales no podía indicar una fecha cierta para el pago de la conciliación que pretende el interesado, pues reiteró que esa circunstancia dependía de múltiples factores. Específicamente, recalcó:

  


‘Gracias a las oportunas y eficientes gestiones de los funcionarios que laboran en el grupo de pagos de sentencias y conciliaciones su solicitud se encuentra en la actualidad en el turno 780 en el listado de conciliaciones del 17 de octubre de 2014, este despacho procederá a pagar la obligación contenida en la conciliación una vez se trasladen mayores recursos al Grupo de Pagos de Sentencias y Conciliaciones de la Fiscalía General de la Nación para dar cumplimiento a la misma.

  


La Fiscalía General de la Nación no puede determinar un día exacto para el pago de la obligación en su favor, pues dicha operación depende de múltiples factores tales como: la suficiencia de recursos para cubrir el rubro de pago de sentencias y conciliaciones durante el año 2015. las adiciones presupuéstales que pueda hacer el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para cumplir las obligaciones restantes, la existencia de órdenes judiciales que alteren el sistema de turnos y la voluntad de las personas que decidan retirar la solicitud de pago, entre otros factores que pueden modificar el orden y tracto sucesivo de los mismos.’
 

(…)

  

De ahí, entonces, que dicha respuesta sí satisface el núcleo esencial del derecho fundamental de petición, pues atendió la solicitud hecha por el actor, y aunque no determinó ni precisó la fecha exacta en que se haría el pago de lo adeudado en virtud de la conciliación, sí señaló qué obligaciones serían las primeras en sufragar, una vez se reciban los recursos adicionales.

  

Por otra parte, como se anunció desde el inicio, no puede considerarse que por no acceder a lo pedido, se ocasione la vulneración de los derechos del accionante, pues ha de recordarse que lo obligatorio para la entidad vinculada con la petición, es responder de forma clara, congruente y oportuna la petición que se le eleva, lo cual ocurrió en el presente caso, por lo que carecería de objeto dictar una orden de protección encaminada a que la Fiscalía responda nuevamente la solicitud del tutelante.

    
Así que, una cosa es que se deje de resolver materialmente lo pedido, y otra diversa es que se pretenda forzar la manera en que debe darse la respuesta, lo que alteraría la naturaleza misma del derecho que nos ocupa. En tal orden de ideas, en el presente evento, no se advierte la trasgresión denunciada en cabeza del Instituto Geográfico Agustín Codazzi.                                 


 
En conclusión, se revocará el fallo de primera instancia y, en su lugar, se negará el amparo impetrado.
   



DECISIÓN  

  



Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia del 12 de mayo último, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en esta acción de tutela que Martha Lucía Osorio Castaño, inició contra el Instituto Geográfico Agustín Codazzi Territorial Risaralda.

 



En su lugar, se NIEGA el amparo solicitado.

    



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

  



Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                           DUBERNEY GRISALES HERRERA   

      Con salvamento de voto
Pereira, julio 21 de 2016

SALVAMENTO DE VOTO

Magistrado Ponente
 Jaime Alberto Saraza Naranjo
Expediente No.
         66682-31-03-001-2016-00097-01
Proceso          

 Tutela

Demandante   
          Martha Lucía Osorio Castaño

Demandada    
          IGAC                  

A continuación expongo la razón por la que me aparté de la decisión que por mayoría se aprobó, al revocarse la sentencia de tutela que profirió el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el   pasado 12 de mayo.

A mi juicio, el fallo de primera instancia ha debido confirmarse en razón a que la entidad demandada lesionó el derecho de petición de que es titular la demandante.

En efecto, se acreditó que la actora se dirigió al Instituto Geográfico Agustín Codazzi, mediante escrito remitido el 26 de febrero de este año, para manifestarle que había vendido parte de un predio de su propiedad y hasta la fecha el predial sigue llegando a su nombre sin que le corresponda atender totalmente esa obligación y solicitó “realizar las gestiones necesarias para que dicho documento de cobro de impuestos no siga apareciendo el 100% a mi nombre y envíe a la entidad pertinente las pruebas necesarias para realizar el catastro del predio”.

Al ejercer su derecho de defensa, la entidad accionada arrimó copias de los oficios de fechas 11 de abril y 4 de mayo de este año, dirigidos a la demandante por Funcionario Responsable de Conservación del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, en los que le dice que sobre la procedencia del trámite catastral de desenglobe se le informará “dentro de los términos establecidos por la normativa especial”, con el fin de definir si es necesario practicar inspección ocular para la verificación de los aspectos físicos y jurídicos, tal como lo establece el artículo 3º de la Resolución No. 070 de 2011; que el lapso estimado para la atención de los trámites catastrales es de 365 a 720 días porque solo cuenta la entidad con dos oficiales de catastro para atender cerca de las 4.000 solicitudes pendientes, sin que se haya iniciado el proceso de contratación del personal de apoyo, debido a la falta de recursos. Además, que las solicitudes se resuelven en orden cronológico de acuerdo con la ley 962 de 2005 “y adoptado en la resolución 070 de 2011”

De acuerdo con esos documentos, la entidad demandada no ha dado respuesta a la solicitud elevada por la demandante el 26 de febrero de este año, para lo cual contaba con el término de treinta días de acuerdo con el artículo 116 de la resolución 70 de 2011, expedida por el Director Nacional del IGAC y por ende, se considera lesionado el derecho cuya protección se invocó.

A mi juicio, las respuestas que se le han brindado no garantizan el derecho de petición, pues la resolución que se acaba de citar no establece plazo alguno superior a dos meses para resolver los diferentes trámites que ante ella han de adelantarse y porque contrario a lo que se afirma en la sentencia de la que me aparto, no se le ha brindado a la actora una respuesta clara, precisa y congruente. Por el contrario, se le mantiene en incertidumbre respecto al trámite que procura adelantar, sin que siquiera se le señale un término prudencial y razonable en el que se ha de resolver el asunto que puso a su consideración; al respecto solo se le dice que será entre un año y casi dos, ante el cúmulo de solicitudes pendientes.

La sentencia T-412 de 1998 en que se sustentó la decisión, me parece, no tiene aplicación en el caso concreto, pues en aquella el demandante solicitó a diferentes autoridades administrativas expedir una certificación sobre el tiempo de servicios para obtener el reconocimiento de la pensión de jubilación, el que no fue posible otorgar porque no contaban con el respaldo probatorio para ello y  sostuvo la Corte que las autoridades demandadas no estaban obligadas a lo imposible; además, estimó que el accionante podía acudir a pruebas supletorias para demostrarlo. Es decir, se trató asunto que no guarda relación con el que aquí se decidió, o por lo menos, en la sentencia de segunda instancia no se analizó lo relativo a la imposibilidad de la accionada para responder en forma concreta la petición de la accionante. 

Tampoco guarda relación con el asunto planteado por la actora la sentencia que profirió la Corte Suprema de Justicia el 17 de septiembre de 2015, en la que el demandante instauró acción de tutela porque consideraba que la entidad demandada no le había respondido una de las solicitudes que elevó, concretamente la relacionada con el turno que estaba atendiendo en la actualidad en relación con el pago de una suma que reclamaba y en ese caso estimó la Corte que sí le había respondido. Concretamente dijo esa Corporación: “Así las cosas, contrario a lo expuesto por el Tribunal en dicho pronunciamiento, el organismo estatal acusado sí se pronunció sobre la segunda petición que elevó el actor relativa al turno que estaba siendo atendido en la actualidad por la entidad, pues, como se evidencia del aparte subrayado intencionalmente por esta Corporación, una vez se asignen recursos adicionales al presupuesto para el pago de sentencias y conciliaciones procederá a cumplir con las obligaciones de julio y agosto de 2013, «a las cuales les han sido asignados los turnos 1, 2 y 3»…” Además, la suma a cuyo pago pretendía acceder el accionante no dependía de la mera voluntad de la entidad demandada, La Fiscalía General de la Nación, pues requería de una apropiación presupuestal por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
Reitero, en este caso sí se lesionó el derecho de petición cuya protección reclamó la demandante, a quien la entidad demandada no le ha resuelto de fondo su petición, ni se señalado la fecha probable en la que lo hará.

Esta Sala, en asunto similar al que aquí se ventila, concedió recientemente amparo constitucional para proteger el derecho de petición cuya protección reclamó la demandante contra el IGAC, que en trámite administrativo tampoco le resolvió de fondo la cuestión y le contestó casi en la misma forma en que aquí lo hizo funcionario de tal entidad
.

Con todo respeto, 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada  


� 	Sentencia T-404 de 2015


� 	MP. Manuel José Cepeda. En esta providencia la Corte estudió el caso de un ciudadano que mediante derecho de petición había solicitado al ISS se le informara sobre requisitos y procedimientos para acceder a la pensión de invalidez o en su defecto, sobre la indemnización sustitutiva. El ISS no dio respuesta a dicha solicitud. La Corte ordena a la entidad que, en un término de 48 horas, dé respuesta a las pretensiones del actor.


� 	M.P. Dr. José Gregorio Hernández Galindo.


�  		Sentencia T-412/98


� 	Sentencia del 17 de septiembre de 2015, radicación 05001-22-03-000-2015-00583-01; expediente STC12650-2015, M.P, Ariel Salazar Ramírez.





� Sentencia del 20 de junio de 2016, MP. Claudia María Arcila Ríos, expediente No. 66682-31-03-001-2016-00072-01





